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DEMANDA EN FORMA- Las pretensiones deben formularse en forma clara.

LEALTAD PROCESAL - Persigue que las personas que intervienen en el ámbito del proceso, es decir, partes, apoderados y juez, se comporten de buena fe, en forma honesta, con aplicación y transparencia.
PRETENSIONES INCOMPATIBLES – Lo son la solicitud de pago de acreencias por prórroga del contrato, indemnización por despido injusto y el reintegro y consecuente pago de salarios

DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

TRIBUNAL SUPERIOR

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO

Radicación: 47001-3105-001-2009-00226-016
                   T.S. 2012-00127-02

Demandante: DEISY AVENDAÑO VÁSQUEZ
Demandado: ISMAEL SEGUNDO VIVAS CANDELARIO
Asunto: APELACIÓN DE SENTENCIA
Aprobado según Acta N° 027 de 22 de agosto de 2011.

En Santa Marta, a los treinta (30) días de agosto de dos mil doce (2012), siendo el día y hora señalados, se reunieron las magistradas integrantes de Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior: ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO, LUZ MARINA IBÁÑEZ HERNÁNDEZ y JOHNNESSY DEL CARMEN LARA MANJARRÉS, a fin de decidir en Audiencia de Juzgamiento dentro del Proceso Ordinario Laboral seguido ante el Juzgado Laboral de Descongestión del Circuito de Santa Marta, por la señora DEISY AVENDAÑO VÁSQUEZ contra el señor ISMAEL SEGUNDO VIVAS CANDELARIO.

ANTECEDENTES 

La demandante mediante apoderado judicial, presentó demanda ordinaria con el objeto que se declare la ineficacia de su despido por parte del demandado, que se ordene su reintegro al mismo cargo y en las mismas condiciones, que se condene al demandado al pago de salarios causados y los que se llegaren a causar y demás prestaciones sociales, así como también solicita el pago de cesantías, intereses de cesantías, primas de servicios, vacaciones y dotaciones, reliquidación de cesantías, primas de servicios y de vacaciones, indemnización moratoria, indemnización por despido injusto, indemnización por daño emergente y lucro cesante,  costas procesales y agencias en derecho.
Apuntan las anteriores súplicas a que, entre el demandante y el demandado existió una relación laboral del año 2000 al 29 de febrero de 2008; la actora desempeñó el cargo de camarera en el Motel La Troncal de propiedad del demandado, cumpliendo turno de 12 horas diarias siendo que el establecimiento permanece abierto al público durante 24 horas; como último salario devengó la suma de $461.500; la vinculación se dio mediante contrato de trabajo a término fijo inferior a un año y en ocasiones por contrato verbal. 
Entre las partes se firmó un contrato de trabajo del 1° de enero de 2005 al 30 de abril del mismo año, el cual fue cancelado y liquidado con el salario base, no con el salario promedio devengado, situación igual ocurrió con el contrato pactado entre el 1° de julio de 2005 al 31 de diciembre del mismo año; existió además entre las partes, contrato de trabajo verbal desde el 1° de mayo al 30 de junio de 2005, período en que la demandante solo recibió salarios y no le fueron canceladas cesantías y demás prestaciones sociales, esto último, también se dio en el período comprendido entre el 1° de enero al 28 de febrero de 2006, así como entre el 1° de marzo de 2006 y el 31 de diciembre del mismo año; y de igual forma ocurrió en el período del 1° de enero al 28 de febrero de 2007; misma circunstancia para el tiempo del 1° de marzo al 30 de abril de 2007; del contrato iniciado el 1° de mayo de 2007, que debía terminar el 31 de agosto de 2007, pero se prolongó hasta el 31 de diciembre de 2007, le fue cancelado y liquidado a la actora con salario base y no con el salario promedio devengado.

La demandante inició una incapacidad médica el 7 de febrero de 2008 y finalizó el 14 de febrero de 2008, reintegrándose a sus labores el 15 de febrero de 2008, días en que la hicieron firmar una carta con fecha 1° de febrero de 2008, donde le notifican su retiro del trabajo; el demandado al momento de liquidar las cesantías y demás prestaciones sociales no incluyó las horas extras devengadas y que eran canceladas quincenalmente a la actora. El demandado solo entregaba una dotación por año.  
Admitida la demanda el día 13 de julio de 2009, y notificada al demandado, este a través de procurador judicial, procedió a contestar la demanda, oponiéndose a todas las pretensiones, y alegando las excepciones de pago total de las obligaciones laborales a cargo del demandado, buena fe, inexistencia de la obligación a indemnizar, prescripción de las acciones y derechos laborales, y genérica.
La Juez Laboral de Descongestión del Circuito de Santa Marta mediante sentencia de fecha 25 de noviembre de 2011, condenó al demandado al pago de $923.000 por concepto de indemnización por terminación del contrato sin justa causa; en consideración a que operó parcialmente el fenómeno de la prescripción, siendo que las obligaciones se causaron desde el año 2000 hasta el 2008, no presentado la demandante reclamación alguna que permitiera la interrupción de la prescripción, solo la demanda el día 18 de mayo de 2009, por lo que las obligaciones anteriores al 18 de mayo de 2006 están prescritas. No accede a las solicitudes de ineficacia del despido, reintegro y pago de salarios y prestaciones dejados de percibir, siendo que la demandante se encontraba incapacitada del 7 al 14 de febrero de 2008, y el empleador dio por terminado el contrato el 29 de febrero, por lo que al momento de la notificación de no prórroga del contrato, la actora no estaba bajo el resguardo de incapacidad alguna.
El a quo no libra condena por dotación de overoles y calzado, siendo que no se realizó el experticio para determinar el precio de la misma. Sobre la pretensión del pago de horas extras diurnas y nocturnas, y recargos nocturnos, dominicales y festivos, sostiene que en el proceso no se determinó cuáles y cuántos turnos cumplió la demandante para que pueda reconocerse el pago por dichos conceptos. Al estudio de la indemnización por despido injusto, el juez encontró que del 1° de febrero de 2008 al 29 de febrero del mismo año no transcurrieron 30 días hábiles establecidos en el contrato de trabajo que obra en el plenario, por lo que el mismo se renovó por un período igual al pactado de dos meses; por lo que el demandado debe cancelar la suma de $923.000.   
La parte demandante presenta recurso de apelación contra la sentencia referida, exponiendo que al no especificar un período se entiende que se solicita la reliquidación de todas las cesantías generadas y sobre todos los períodos que el demandado haya cancelado al demandante, ya que claramente se solicita la reliquidación de cesantías, primas y vacaciones. Como también fue pretendido el pago de salarios y prestaciones sociales causados durante la prórroga del último contrato, o sea desde la fecha del despido, lo que se entiende de la sola lectura del artículo 1° de las pretensiones, siendo que cuando a la demandante la retiraron ya el contrato se había prorrogado por lo tanto, esto conlleva implícitamente el pago de dichos emolumentos durante la prórroga contractual. 
CONSIDERACIONES

Competente a esta corporación conocer del presente asunto por tratarse de un recurso de apelación en contra de sentencia de primera instancia de acuerdo con lo establecido por el artículo 15 literal B, numeral 1 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por la Ley 16 de 1969, Art. 1 y por la Ley 712 de 2001 Art. 10.

El punto de discusión, la reliquidación de cesantías, intereses de cesantías, primas de servicio y vacaciones; así como el pago de salarios y prestaciones sociales generadas durante la prórroga del contrato de trabajo.
Un aspecto de vital importancia para el desarrollo del proceso es el material probatorio, sobre el cual es preciso mencionar que los elementales principios del derecho procesal colombiano señalan que las providencias de los jueces deben fundamentarse en los hechos cuya certeza adquiera conforme a las pruebas legalmente producidas en el proceso, configurándose con ello el principio de la carga probatoria.

Conforme a este principio, se tiene que las partes están obligadas a aportar los elementos probatorios de los cuales deducir o inferir fehacientemente, con certeza (convicción que excluye toda duda), los supuestos de hecho de las normas cuyo beneficio aspira obtener; es decir, de los hechos o circunstancias que alega como fundamento de sus afirmaciones (Artículo 177 C.P.C.)

Quedó establecido que entre la señora DEISY AVENDAÑO VÁSQUEZ y el señor ISMAEL SEGUNDO VIVAS CANDELARIO, se celebró un contrato de trabajo, que finalizó el día 29 de febrero de 2008. 

Otro punto estudiado por el juez de instancia y que no fue objeto de alzada, fue el fenómeno de la prescripción, por lo que también quedó determinado que las obligaciones generadas hasta el 18 de mayo de 2006, están prescritas. 
Ahora, conforme a los fundamentos de la apelación, es preciso anotar que las pretensiones de la demanda deben formularse en forma clara, ya que ellas constituyen el motivo que pone en funcionamiento el aparato jurisdiccional, por ende, es indispensable que lo pretendido encuentre su principal fundamento en la narración de las situaciones fácticas que originaron el conflicto jurídico entre las partes.

De esta forma, el principio de la lealtad procesal persigue que las personas que intervienen en el ámbito del proceso, es decir, partes, apoderados y juez, se comporten de buena fe, en forma honesta, con aplicación y transparencia.
Sobre el tema, el procesalista Hernando Devis Echandía, manifiesta: “La lealtad procesal es consecuencia de la buena fe en el proceso, y excluye las trampas judiciales, los recursos torcidos, la prueba deformada, las inmoralidades de todo orden”
.

En tal sentido, el doctrinante Jairo Parra Quijano ha sostenido: “La máquina productora de paz social, el proceso, debe adelantarse sin manchas para que triunfe quien tiene la razón”
.

Echan en el olvido los jueces que, a voces del artículo 61 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, al momento de aplicarse a la tarea de la formación del convencimiento sobre los hechos materia del debate judicial, deben examinar “las circunstancias relevantes del pleito” y “la conducta procesal observada por las partes”.
A no dudarlo, se encuentra el administrador de justicia frente a una oportunidad magnífica para impedir que el proceso sea utilizado para plantear peticiones con el claro designio de someterse a que alguna sea acogida como consecuencia del desarrollo del debate procesal, pero no por la solidez de ellas; de esta forma, en la oportunidad debida el juez de conocimiento inadmitió la demanda, con el fin de que la parte actora realizara una debida formulación de pretensiones (fl. 115).
Por tanto, como bien se mencionó, la demanda con que se promueve un proceso laboral debe contener lo que se pretenda, manifestado con precisión y claridad. Ello constituye el petitum o las pretensiones, es decir, lo que se reclama del demandado. El demandante debe ser claro y preciso en el planteamiento de las pretensiones. No debe existir confusión en la expresión del petitum, de manera que se conozca, a ciencia cierta, que es lo reclamado por los caminos de la judicatura del trabajo y de la seguridad social
Con mucho ahínco ha de señalarse que las pretensiones deben individualizarse y determinarse, lo cual significa que no es de recibo señalarlas de manera indeterminada. La indeterminación de las pretensiones ha de conducir a su descalabro, como que, al no concretarse, imposibilitan al demandado su defensa, lo que conlleva igualmente a vulnerar el debido proceso. 
Para el caso de marras, se tiene que la parte demandante debió especificar que el pago de salarios y prestaciones sociales solicitadas se debía a las causadas con ocasión de la prórroga automática del contrato de trabajo; ya que de la formulación de pretensiones (fls 116 y 117), se entiende que se piden tales conceptos debido a la solicitud de reintegro al cargo, lo que genera también pago de acreencias laborales dejadas de percibir. 
Ahora bien, seguidamente en el libelo demandatorio se solicita el pago de indemnización por terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa, lo cual es excluyente del reintegro principalmente solicitado; ante esto el procurador judicial debió determinar cuáles eran pretensiones principales y cuáles eran subsidiarias. Debido a que, la solicitud de pago de acreencias por prórroga del contrato, como la de indemnización por despido injusto y la de reintegro y consecuente pago de salarios, son incompatibles entre sí, dado que la naturaleza de cada petición es la misma, por tanto una misma causa no puede arrojar varios resultados que no tienen el mismo sentido.
En razón a esto, esta colegiatura confirmará la decisión de primera instancia, en cuanto a que en la demanda no fue solicitado el pago de salarios y prestaciones sociales generados por prórroga del último contrato de trabajo celebrado entre las partes; y además, que de haber sido concedido esta pretensión, no era posible el reconocimiento de indemnización por terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa.
Sobre la solicitud de reliquidación del auxilio de cesantías, intereses sobre cesantías, primas de servicio y vacaciones, también es preciso advertir, que estas pretensiones tampoco fueron formuladas con completa claridad y exactitud, siendo necesario que se planteasen los períodos sobre los que se pide la reliquidación, y las causas por las que encuentra procedente la misma.

Pese a lo anterior, de un exhaustivo análisis del cuerpo de la demanda, se entiende que la demandante se encuentra inconforme con el monto del salario que sirvió de base para la liquidación de sus prestaciones sociales, por lo que se procede a realizar los respectivos cálculos para determinar si prospera o no la solicitud del apelante.
Teniendo en cuenta los desprendibles de pago de la actora que fueron debidamente aportados al plenario, al calcular el salario promedio de acuerdo a lo laborado para los años 2006, 2007 y 2008, este resulta un valor inferior a los montos cancelados a la ex trabajadora en la liquidación anual realizada por el empleador; por lo que no es posible acceder a lo requerido por la parte demandante, siendo que no es posible desmejorar el derecho ya concedido por concepto de liquidación definitiva de prestaciones sociales.
Siendo así, este cuerpo colegiado procederá a confirmar la sentencia recurrida, siendo que no hay elementos que permitan la favorabilidad de las pretensiones del apelante.
En mérito de las anteriores consideraciones, el Tribunal Superior de Santa Marta – Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de fecha 25 de septiembre de 2011, proferida por el Juzgado Laboral de Descongestión del Circuito de Santa Marta, objeto de apelación, dentro del proceso ordinario laboral promovido por la señora DEISY AVENDAÑO VÁSQUEZ en contra del señor ISMAEL SEGUNDO VIVAS CANDELARIO, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. No siendo otro el objeto de la presente se termina y firma por los que en ella intervinieron.
ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO
 Con salvamento Parcial de voto
LUZ MARINA IBÁÑEZ HERNÁNDEZ
JOHNNESSY DEL C. LARA MANJARRÉS
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO DE LA MAGISTRADA ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO. EN EL PROCESO RAD. T.S. 2012-00127-02, PROMOVIDO POR DEISY AVENDAÑO VASQUEZ CONTRA ISMAEL SEGUNDO VIVAS CANDELARIO.

Las costas en los procesos judiciales son los gastos que se tuvieron a lo largo del proceso, que versan sobre peritazgos, copias, pólizas, notificaciones y demás herramientas utilizadas; estas son subtituladas como expensas; claro que también se encuentran dentro de la noción de costas las agencias en derecho, que hacen referencia a los gastos que por concepto de apoderamiento dentro del proceso, el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte vencedora, y estos no necesariamente deben corresponder a los honorarios pagados por dicha parte a su abogado
.
Para la fijación de las costas no hay norma expresa en materia laboral, por lo que es necesaria la remisión al artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, de acuerdo al principio de analogía consagrado en el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social; aquella norma fue modificada por la Ley 1395 de 2010, estableciéndose entonces que:

En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condenación en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya propuesto.

Además, se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio artículo 73.

2. La condena se hará en la sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a la condena. En la misma providencia se fijará el valor de las agencias en derecho a ser incluidas en la respectiva liquidación.

3. En la sentencia de segundo grado que confirme en todas sus partes la del inferior, se condenará al recurrente en las costas de la segunda instancia.

4. Cuando la sentencia de segundo grado revoque totalmente la del inferior, la parte vencida será condenada a pagar las costas de ambas instancias.

6. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de condenar en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión.

7. Cuando fueren dos o más litigantes que deban pagar las costas, el juez los condenará en proporción a su interés en el proceso; si nada se dispone al respecto, se entenderán distribuidas por partes iguales entre ellos.

8. Si fueren varios los litigantes favorecidos con la condena en costas, a cada uno de ellos se les reconocerán los gastos que hubiere sufragado y se harán por separado las liquidaciones.

9. Sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación.

10. Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas. Sin embargo podrán renunciarse después de decretadas y en los casos de desistimiento o transacción.

La norma citada es clara respecto de a quién deben imputarse las costas, y el momento en que deben fijarse las agencias en derecho; por tanto, de allí no se entiende que se requiera una réplica de la parte beneficiada con las costas, o mucho menos, que sea necesaria su participación en los alegatos de segunda instancia.   

Al punto, la Corte Suprema de Justicia
 se ha pronunciado en reiteradas oportunidades sobre las fijación de costas procesales, a los cuales es posible hacer alusión, ya que así como el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social permite la remisión a las normas de procedimiento civil, también procede acudir a la jurisprudencia de esta especialidad: 
“Según la doctrina de los procesalistas, dos son las soluciones que se han dado para resolver el planteamiento: la que considera que cada litigante debe correr con sus gastos, y la que estima que tales erogaciones deben hacerse por la parte vencida. Esta última ha sido acogida por la generalidad de las legislaciones contemporáneas, pero en una de dos vertientes:

La tesis o teoría subjetiva, también llamada de la temeridad, según la cual debe condenarse en costas a la parte vencida que hubiera procedido con temeridad o con mala fe, o sea, cuando aparece manifiestamente infundada la pretensión o la defensa, esto es, cuando, a sabiendas de que carecía del derecho, el demandado sin embargo promovió el proceso, o cuando a sabiendas de que no tenía la razón, el demandado se opuso a la pretensión de aquél.

La teoría o tesis objetiva, conocida igualmente como “del simple vencimiento”, cuyos propugnadores sostienen que debe condenarse a la parte vencida, por el solo hecho del vencimiento, sin tener en cuenta la conducta de las partes.

Siguiendo la tendencia que campea en la generalidad de las legislaciones, la procesal colombiana, en punto de condena en costas a las partes, se acogió a esta última vertiente según consta en el art. 392 del C. de P.C. Por otro lado, para establecer la responsabilidad patrimonial de las partes y de sus apoderados por razón de las actuaciones realizadas en el proceso, se atuvo a la subjetiva o de la temeridad, tal como se deduce de los arts. 72, 73 y 74 ibídem.”
En consecuencia, se tiene que cuando la parte ha sido vencida en el proceso o se le haya desfavorecido con la resolución del recurso de apelación debe ser condenada en costas; lo cual no implica mayores esfuerzos para comprender, siendo que debe darse la aplicación del texto legal en su totalidad; y efectuarse la fijación de agencias en derecho de acuerdo al caso que se estudie.

En el mismo sentido, la Corte Constitucional
 hace referencia a pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, donde se destaca la condena en costas a quien es vencido, así: 

“Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial impuestas a las partes con ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas que, según lo explica Couture, obedecen al concepto de responsabilidad procesal derivada del abuso del derecho de acción o del derecho de defensa. “El daño que se cause con ese abuso, dice, genera una obligación de reparación, que se hace efectiva mediante la condenación en costas”. (“Fundamentos del Derecho Procesal Civil”, número 130).

(…) De lo que hasta aquí se ha dicho se concluye que tanto la doctrina como la jurisprudencia han entendido que el reembolso de las costas es una obligación procesal de la aparte vencida en un juicio, y que, consecuencialmente, la responsabilidad correspondiente no es de tipo sustancial sino procesal. Su regulación, por tanto, cae bajo la libertad de configuración de los procedimientos judiciales reconocida con amplitud al legislador.”
Ocurre entonces, que para el presente caso, a la parte demandante no le prosperaron los cargos planteados en primera instancia, por lo que la parte demandada presentó recurso de apelación que le fue resuelto de manera desfavorable, debido a que la decisión del a quo fue confirmada por esta Sala, por lo que es precisa la condena en costas a la parte actora, como lo obliga el artículo 392 citado, numeral 3; y por ende la tasación de las agencias en derecho en la sentencia objeto de este salvamento parcial, tal como lo prescribe la ley.   

ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO
�HERNANDO DEVIS ECHANDÍA, Compendio de derecho procesal, T. I, Teoría general del proceso, decimotercera edición, Medellín, Biblioteca Jurídica Dijé, 1993, p. 54. 





� JAIRO PARRA QUIJANO, Derecho procesal civil, t. I, parte general, Bogotá, Editorial Temis, 1992, p. 12. 


� Conceptualización que ha sido planteada por la Corte Constitucional en sentencia C- 539 de 1999, M.P Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 28 de noviembre de 1990. M.P. Héctor Marín Naranjo.


� Corte Constitucional. Sentencia C-043 del 27 de enero de 2004. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, M.P. Dr. Horacio Montoya Gil, auto del 17 de septiembre de 1985, que resolvió una reposición, Gaceta Judicial TOMO CLXXX – No. 2419, Bogotá, Colombia, Año de 1985, pág. 427.





